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Interpreta el oficio, además, que en este caso se 
está ante una Interpretación gramatical o literal:  También 
denominado como exegético, que busca encontrar el sentido 
de una norma a partir de su literalidad, lo que no se da en 
este caso, al ser otro plano y la medida impide a la Notaría del 
Estado otorgar la escritura pública de donación y traspaso de 
la finca del Estado a favor del CAC de Acosta.

En el oficio en mención, la misma Notaría del Estado 
realiza una recomendación, a la luz de lo establecido en el 
artículo 10 del Código Civil es que se requiere una modificación 
del texto de ley, con el fin de autorizar en la reforma de ley, la 
donación y asociarlo con el plano número 1-1960365-2017 y 
su descripción actual.

En razón de lo anterior, el Centro Agrícola de Acosta 
no ha podido hacer uso del bien inmueble señalado y por 
las razones expuestas, sometemos a consideración de la 
Asamblea Legislativa el presente proyecto de ley para su 
aprobación.

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA
DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA DECRETA:

REFORMA DEL ARTÍCULO 1 DE LA LEY DE
AUTORIZACIÓN AL ESTADO PARA QUE DONE

Y TRASPASE UN INMUEBLE A FAVOR DEL CENTRO
AGRÍCOLA CANTONAL DEL CANTÓN DE ACOSTA,

PROVINCIA DE SAN JOSÉ, LEY N.° 9053, DE 26
DE JULIO DE 2012

ARTÍCULO ÚNICO-  Refórmese el artículo 1 de la 
Ley de autorización al Estado para que done y traspase un 
inmueble a favor del Centro Agrícola Cantonal del Cantón de 
Acosta, provincia de San José, de 26 de julio de 2012, para 
que el texto se lea de la siguiente manera:

Artículo 1-  Se autoriza al Estado con cédula de persona 
jurídica número dos-cero cero cero-cero cuatro cinco cinco dos 
dos (N.º 2-000-045522) para que done y traspase al Centro 
Agrícola Cantonal de Acosta, cédula de persona jurídica 
número tres-cero cero siete-cero cuatro cinco tres dos cuatro-
dos uno (N.º 3-007-045324-21), la propiedad inscrita en el 
Registro de la Propiedad Inmueble del Registro Nacional, bajo 
el sistema de folio real, provincia de San José, matrícula número 
uno- cero tres tres dos cuatro cero cinco-cero cero cero (N.º 
1-0332405-000), con el plano catastrado N.° 1-1960365-2017, 
situada en el distrito 2º, Guatil; cantón XII, Acosta, provincia de 
San José; colinda al norte con calle pública Bajos del Jorco; al 
sur, con Luis Orlando Delgado Jiménez, Walter Retana Morales 
y calle pública a Ococa; al oeste con calle pública a Bajos 
de Jorco, con el río Jorco, Edwin Segura Monge, y al este, 
con Mayela Retana Mora, Froilan Valverde Morales, Heriberto 
Castro Román, Walter Retana Morales, Fausto Valverde 
Castro, Rodrigo Chinchilla Mora, Miguel Delgado Monge y 
Saúl Delgado Monge; mide, según el Registro, quinientos 
diez y nueve mil seiscientos treinta y un metros cuadrados 
(519 631.00 m²).

Rige a partir de su publicación.
Gilberth Jiménez Siles

Diputado
NOTA: Este proyecto pasó a estudio e informe de la 

Comisión Permanente Especial de Asuntos 
Municipales y Desarrollo Local Participativo.

1 vez.—Exonerado.—( IN2022688204 ).

 ADICIÓN DE UN INCISO L) AL ARTÍCULO 70 DEL CÓDIGO
DE TRABAJO, LEY N° 2 DE,  27 DE AGOSTO DE 1943,
Y SUS REFORMAS, PARA CONCILIAR LOS DEBERES 

FAMILIARES CON LOS LABORALES 
 Expediente N° 23.389 

ASAMBLEA LEGISLATIVA: 
El presente proyecto de ley tiene como objetivo facilitar 

a las personas trabajadoras con responsabilidades familiares 
la conciliación del cumplimiento de sus deberes en el seno de 
sus familias, con el cumplimiento de sus deberes laborales. 

La propuesta pretende que se adicione un inciso l) al 
artículo 70 del Código de Trabajo, para que todo patrono 
otorgue el respectivo permiso para ausentarse de su lugar de 
trabajo, con goce de salario, a las personas trabajadoras con 
responsabilidades familiares, que requieran acompañar a sus 
hijos e hijas, u otros miembros de su familia directa que sean 
dependientes y ocupen de su apoyo a las citas de servicios 
médicos. 

Al analizarse el tema de la compaginación de la vida 
laboral y familiar, importa tener en consideración el punto de 
partida de la división social del trabajo. Hasta el día de hoy, existe 
una clara división sexual del trabajo por la que se le atribuye al 
hombre un papel protagonista en el trabajo remunerado, en la 
vida pública, y a la mujer un papel protagonista en el trabajo 
doméstico1.  

Este modelo de división sexual del trabajo, entra en crisis 
en el momento en que las mujeres se incorporan al trabajo 
remunerado, pues no se observa la incorporación paralela de 
los hombres al trabajo doméstico2. Esto es así, a pesar de 
haberse iniciado desde hace varias décadas la incorporación 
de las mujeres al trabajo remunerado. 

Indican los expertos en esta materia, que no hay ninguna 
fórmula mágica para conseguir la perfecta conciliación entre 
la vida profesional y laboral, por un lado, y la vida familiar por 
otro. Ni existe esa fórmula mágica, ni existe una varita mágica 
que podamos utilizar para lograr esa compaginación3. 

El aprendizaje por experiencia nos indica que la vida 
familiar es mucho más importante que la vida laboral.  Ello, no 
obstante, sin vida laboral no podemos mantener ni proveer a 
nuestra familia sus necesidades.  Por eso, nuestro esfuerzo 
como sociedad debe ir en la dirección de buscar que la vida 
profesional o laboral pueda convivir junto a nuestra vida 
familiar, sin que ninguna de las dos se derrumbe. 

En palabras del director del Instituto de Ciencias para la 
Familia, de la Universidad de Navarra, don Javier Escrivá Ivars:  

En cualquier caso, la necesidad de conciliar vida familiar 
y laboral no puede separarse de la idea de corresponsabilidad 
a todos los niveles: corresponsabilidad en el propio seno 
de la familia, corresponsabilidad en la propia sociedad, 
corresponsabilidad en las empresas.  Debemos ayudar a 
construir un cambio de cultura tras el que la familia recobre 
ese protagonismo que se merece como estructura básica de 
una sociedad bien construida y bien equilibrada.4 
1    Artázcoz, L. (2009) “”¿Conciliar empleo y vida familiar o renunciar 
a uno de ellos? Dos alternativas con impacto en la salud””. https://hdl.handle.
net/10171/38495 (visitado 10/9/2022)  
2    Ibidem  
3   Sison, A. J. (2009), “El compromiso es bueno para la salud, el 
trabajo y la familia”. En: Montoro-Gurich, C.; López-Hernández, D. (Ed.) 
(2009), https://dadun.unav.edu/handle/10171/38498 (visitado 10/09/2022)
4   Montoro-Gurich, C.; López-Hernández, D. (Ed.). (2009), “La 
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Constitucionalmente, el proyecto se funda en el artículo 
51 de la nuestra Carta Magna, cuyo texto dispone que la 
familia, “(…) como elemento natural y fundamento de la 
sociedad, tiene derecho a la protección especial del Estado.  
Igualmente tendrán derecho a esa protección la madre, el 
niño, el anciano y el enfermo desvalido”.5  

Este derecho a una protección especial a la familia, 
es reconocido en numerosos instrumentos internacionales 
suscritos por Costa Rica.  En forma similar al artículo 51 arriba 
indicado, el inciso 3 del artículo 16 de la Declaración Universal 
de Derechos Humanos dice que la familia “(…) es el elemento 
natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la 
protección de la sociedad y del Estado.”6 

En forma idéntica a la declaración recién mencionada, el 
texto del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
en su artículo 23 dispone que la familia:  “(…) es el elemento 
natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la 
protección de la sociedad y del Estado.”7 

Acorde con lo hasta aquí expuesto, el Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en su artículo 
10, textualmente dice: 

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que: 
1. Se debe conceder a la familia, que es el elemento natural 
y fundamental de la sociedad, la más amplia protección y 
asistencia posibles, especialmente para su constitución y 
mientras sea responsable del cuidado y la educación de los 
hijos a su cargo.  El matrimonio debe contraerse con el libre 
consentimiento de los futuros cónyuges. 2.  Se debe conceder 
especial protección a las madres durante un período de tiempo 
razonable antes y después del parto.  Durante dicho período, 
a las madres que trabajen se les debe conceder licencia con 
remuneración o con prestaciones adecuadas de seguridad 
social. 3. Se deben adoptar medidas especiales de protección 
y asistencia en favor de todos los niños y adolescentes, sin 
discriminación alguna por razón de filiación o cualquier otra 
condición.  Debe protegerse a los niños y adolescentes contra 
la explotación económica y social.  Su empleo en trabajos 
nocivos para su moral y salud, o en los cuales peligre su vida 
o se corra el riesgo de perjudicar su desarrollo normal, será 
sancionado por la ley.  Los Estados deben establecer también 
límites de edad por debajo de los cuales quede prohibido y 
sancionado por la ley el empleo a sueldo de mano de obra 
infantil.” (La negrita y subrayado son propios).8 
conciliación y sus costes sociosanitarios”, Pamplona:  Instituto de Ciencias 
para la Familia. Universidad de Navarra, pág. 11.
5   Constitución Política de la República de Costa Rica, Sistema 
Costarricense de Información Jurídica, https://www.pgrweb.go.cr/scij/
Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?nValor1=1& 
nValor2=871 visitado el 22/09/22
6   Declaración Universal de Derechos Humanos, Organización 
de Naciones Unidas, 10/12/1948, Sistema  C o s t a r r i c e n s e   
de  Información Jurídica, http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/
Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1=NRTC&nValor1=1&nValor2=490
15&nValor3=52323&strTipM=TC visitado el 22/09/22
7   Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, Sistema 
Costarricense de Información Jurídica, http://www.pgrweb.go.cr/scij/
Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1=NRTC&nV
alor1=1&nValor2=49015&nValor3=52323&strTipM=TC visitado el 22/09/22
8   Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
Sistema Costarricense de Información Jurídica, http://www.pgrweb.go.cr/scij/
Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1=NRTC&nV
alor1=1&nValor2=11190&nValor3=12008&strTipM=TC visitado el 22/09/22  

Aunado a lo anterior, el artículo 17 de la Convención 
Americana de Derechos Humanos, dispone:  

Protección a la Familia 1. La familia es el elemento 
natural y fundamental de la sociedad y debe ser protegida 
por la sociedad y el Estado.  2.  Se reconoce el derecho del 
hombre y la mujer a contraer matrimonio y a fundar una familia 
si tienen la edad y las condiciones requeridas para ello por 
las leyes internas, en la medida en que éstas no afecten al 
principio de no discriminación establecido en esta Convención. 
3. El matrimonio no puede celebrarse sin el libre y pleno 
consentimiento de los contrayentes. 4. Los Estados Partes 
deben tomar medidas apropiadas para asegurar la igualdad 
de derechos y la adecuada equivalencia de responsabilidad de 
los cónyuges en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio 
y en caso de disolución del mismo.  En caso de disolución, se 
adoptarán disposiciones que aseguren la protección necesaria 
a los hijos, sobre la base única del interés y conveniencia de 
ellos.  5.  La ley debe reconocer iguales derechos tanto a los 
hijos nacidos fuera de matrimonio como a los nacidos dentro 
del mismo.9 

En el preámbulo de la Convención de los Derechos del 
Niño leemos:  

Convencidos de que la familia, como grupo fundamental 
de la sociedad y medio natural para el crecimiento y el bienestar 
de todos sus miembros, y en particular de los niños, debe 
recibir la protección y asistencia necesarias para poder 
asumir plenamente sus responsabilidades dentro de la 
comunidad. (La negrita y subrayado no son del original).10  

También hay que mencionar que, a efecto de conciliar 
las responsabilidades laborales y familiares de las personas 
trabajadoras, la Conferencia Internacional del Trabajo 
de la OIT adoptó el Convenio 156 sobre los trabajadores 
con responsabilidades familiares, del año 198111 y la 
Recomendación correspondiente (núm. 165),12 para garantizar 
que tanto hombres como mujeres tengan posibilidad de 
llevar a cabo plenamente sus actividades en la vida social, 
económica, pública y familiar. 

El Convenio sobre la Igualdad de Oportunidades y de 
Trato entre Trabajadores con Responsabilidades Familiares 
(Convenio 156) fue aprobado en Costa Rica por Ley N°9608.  
De interés para la aprobación de este proyecto leemos en el 
Convenio 156: 

Artículo 1.- 1.  El presente Convenio se aplica a los 
trabajadores y a las trabajadoras con responsabilidades hacia 
los hijos a su cargo, cuando tales responsabilidades limiten 
sus posibilidades de prepararse para la actividad económica y 
de ingresar, participar y progresar en ella. 2.  Las disposiciones 
del presente Convenio se aplicarán también a los trabajadores 
9   Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José), 
Ley Nº 4534, Sistema Costarricense  de  Información Jurídica, 
http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.
aspx?param1=NRTC&nValor1=1&nValor2=36150&nValor3=38111&strTipM=TC 
visitado el 22/09/22
10  Convención sobre los Derechos del Niño, Ley N.° 7184, Sistema 
Costarricense de Información Jurídica, http://www.pgrweb.go.cr/scij/
Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1=NRTC&nV
alor1=1&nValor2=6606&nValor3=7032&strTipM=TC visitado el 22/09/22
11   h t t p s : / / w w w . i l o . o r g / d y n / n o r m l e x / e s /
f?p=NORMLEXPUB:12100:0::NO::P
12100_ILO_CODE:C156 visitado el 22/09/22  
12   h t t p s : / / w w w . i l o . o r g / d y n / n o r m l e x / e s /
f?p=NORMLEXPUB:12100:0::NO::P
12100_ILO_CODE:R165 visitado el 22/09/22
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Gaceta N°. 149 del 9 de agosto de 1990), le establece una 
serie de derechos a cualquier niño, independientemente, de 
su raza o nacionalidad (artículo 2°), tales como:  el derecho a 
ser cuidado por sus padres (artículo 7º), el derecho a un “nivel 
de vida adecuado para su desarrollo físico, mental, espiritual, 
moral y social” reconociéndose a los padres como los 
responsables primordiales de proporcionarles las condiciones 
de vida necesarias para su desarrollo y el deber del Estado 
de adoptar “medidas apropiadas para ayudar a los padres y 
a otras personas responsables por el niño a dar efectividad 
a este derecho” (artículo 27) y en caso de tratarse además 
de un niño (a) mental o físicamente impedido el derecho a 
“disfrutar de una vida plena y decente en condiciones que 
aseguren dignidad, permitan llegar a bastarse a sí mismo 
y faciliten la participación activa del niño en la comunidad” 
además de “recibir cuidados especiales” (artículo 23).  Por 
otro lado, la Declaración Universal de Derechos Humanos 
del 10 de diciembre de 1948, precisa en su artículo 16, párrafo 
3º, que “La familia es el elemento natural y fundamental de 
la sociedad y tiene el derecho a la protección de la sociedad 
y del Estado” (en idéntico sentido artículo 23, párrafo 1º, del 
Protocolo Internacional de Derechos Civiles y Políticos del 19 
de diciembre de 1966). Por su parte, el artículo 25, párrafo 2º, 
de la supraindicada Declaración señala que “La maternidad y la 
infancia tienen derecho a cuidados y asistencia especiales...” 
y, finalmente, en el artículo 24, párrafo 1º, se establece que 
“Todo niño tiene derecho, sin discriminación alguna... a las 
medidas de protección que su condición de menor requiere, 
tanto por parte de su familia como de la sociedad y del Estado”.  
De las normas de los instrumentos internacionales sobre 
Derechos Humanos transcritas, resulta, a todas luces, que los 
Estados tienen como deberes fundamentales la protección 
del interés superior del niño, evitando la desmembración del 
núcleo familiar y promover las condiciones necesarias para que 
gocen de la presencia permanente de la autoridad parental en 
especial cuando el niño (a) requiere cuidados especiales.15 (La 
negrita es propia de la resolución original número 2005-11262).  

III.-  Sobre los antecedentes jurisprudenciales 
respecto de permisos a las madres que requieren cuidar o 
atender un menor enfermo.-  En reiteradas oportunidades 
anteriores esta Sala ha resuelto que, más allá de que las 
normas reglamentarias del Ente Asegurador o del patrono lo 
permitan, si un menor de edad necesita ser atendido por su 
madre -previo criterio médico que así lo establezca- esta tiene 
derecho a que se le otorgue un permiso con goce de salario 
para cumplir con ese fin. Ello es así porque el principio del 
interés superior del menor es el que debe prevalecer, más 
allá de lo que las normas infraconstitucionales establezcan o 
permitan en estos casos.  Así que, en este tipo de casos no 
se puede proceder a interpretar literalmente las normas sin 
atender la situación de salud del menor o sus necesidades, 
es decir, el interés superior del niño (véase al respecto 
las resoluciones:  N° 2005-11262 de las quince horas del 
veinticuatro de agosto del dos mil cinco donde se ordenó a la 
Corte Suprema de Justicia, en tanto patrono de la recurrente, 
a otorgarle un permiso con goce de salario para atender 
el tratamiento de su hija menor de edad, por existir criterio 
médico al respecto. N° 2006-012246 de las quince horas y 
veinticuatro minutos del veintidós de agosto del dos mil seis 
donde se ordenó al Ministerio de Hacienda, en tanto patrono 
15   Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, Resolución 2005-
11262, de las quince horas del veinticuatro de agosto del dos mil cinco, 
https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0007-473965 visitado el 
22/09/22

y a las trabajadoras con responsabilidades respecto de otros 
miembros de su familia directa que de manera evidente 
necesiten su cuidado o sostén, cuando tales responsabilidades 
limiten sus posibilidades de prepararse para la actividad 
económica y de ingresar, participar y progresar en ella.  3.  A 
los fines del presente Convenio, las expresiones «hijos a su 
cargo» y «otros miembros de su familia directa que de manera 
evidente necesiten su cuidado o sostén» se entienden en el 
sentido definido en cada país por uno de los medios a que 
hace referencia el artículo 9 del presente Convenio.  4.  Los 
trabajadores y las trabajadoras a que se refieren los párrafos 
1 y 2 anteriores se designarán de aquí en adelante como 
trabajadores con responsabilidades familiares. (…) Artículo 
3.- 1.  Con miras a crear la igualdad efectiva de oportunidades 
y de trato entre trabajadores y trabajadoras, cada Miembro 
deberá incluir entre los objetivos de su política nacional el de 
permitir que las personas con responsabilidades familiares 
que desempeñen o deseen desempeñar un empleo ejerzan 
su derecho a hacerlo sin ser objeto de discriminación y, en la 
medida de lo posible, sin conflicto entre sus responsabilidades 
familiares y profesionales.  2.  A los fines del párrafo anterior, 
el término discriminación significa la discriminación en materia 
de empleo y ocupación tal como se define en los artículos 1 y 
5 del Convenio sobre la discriminación (empleo y ocupación) 
(…).  Artículo 8.  La responsabilidad familiar no debe constituir 
de por sí una causa justificada para poner fin a la relación de 
trabajo.13 

En el interés de procurar la conciliación de la vida familiar 
con la laboral hay que citar la Ley N° 7756, denominada 
“Beneficios para los Responsables de Pacientes en Fase 
Terminal y Personas Menores de Edad Gravemente Enfermas”, 
la cual otorga licencia y subsidio a toda persona asalariada 
que sea responsable de cuidar a un paciente en fase terminal 
o una persona menor de edad gravemente enferma.14 

Sobre este tema, la jurisprudencia de la Sala 
Constitucional es abundante. Nos permitimos citar las 
siguientes resoluciones sobre el interés superior del niño, que, 
en lo que interesa, dicen: 

III.-  Sobre el interés superior del niño (a).-  En 
materia de los derechos especiales que tienen los niños se 
encuentran varias normas de rango constitucional, internacional 
e infraconstitucional; reconociéndose en todas ellas el interés 
superior del niño (a) como criterio de toda acción pública o 
privada concerniente a una persona menor de dieciocho 
años. “La familia, como elemento natural y fundamento de la 
sociedad, tiene derecho a la protección especial del Estado.  
Igualmente tendrán derecho a esa protección la madre, el niño, 
el anciano y el enfermo desvalido” así reza el artículo 51 de 
nuestra Carta Magna. En igual sentido la Convención sobre 
los Derechos del Niño de las Naciones Unidas (aprobada 
y ratificada por nuestro país, mediante, la Ley N°. 7184 del 18 
de julio de 1990, la cual entró en vigencia, a tenor del numeral 
2 de ese instrumento legal, el día de su publicación en La 
13  Convenio sobre la Igualdad de Oportunidades y de Trato entre Trabajadores 
y Trabajadoras: Trabajadores con Responsabilidades Familiares (Convenio 
156), Ley N° 9608, Sistema Costarricense de Información  Jurídica, http://
www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.
aspx?param1=NRTC&nValor1=1&nValor2=87719&nValor3=0&strTipM=TC 
visitado el 22/09/22
14   Ley N° 7756, Beneficios para los Responsables de Pacientes 
en Fase Terminal y Personas Menores de Edad Gravemente Enfermas, 
Sistema Costarricense de Información Jurídica, http://www.pgrweb.go.cr/scij/
Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1=NRTC&nV
alor1=1&nValor2=39795&nValor3=0&strTipM=TC visitado el 22/09/22
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de la familia y de la comunidad en la integración activa, plena 
y productiva de la persona mayor dentro de la sociedad, así 
como su derecho al cuidado y atención.  

También se hace necesario citar, la Ley Integral para 
la Persona Adulta Mayor, N°7935, de 15 de noviembre de 
1999, dado que uno de los objetivos de esta ley es promover 
la permanencia de las personas adultas mayores en su núcleo 
familiar y comunitario, e integrar a los adultos mayores a su 
familia.  En el artículo 16, leemos: “Integración al núcleo familiar.  
En la medida de lo posible, las personas adultas mayores deben 
permanecer integradas a su núcleo familiar y su comunidad, 
participando activamente en la formulación y ejecución de 
las políticas que afecten directamente su bienestar.  Además, 
deben tener la oportunidad de prestar servicios a la comunidad, 
en puestos apropiados a sus intereses y capacidades.”18  

Además de todo lo dicho, se debe agregar que cuando 
una persona, ya sea menor de edad o mayor de edad, demande 
apoyo de un familiar, debido a sus necesidades especiales 
en razón de su discapacidad, ─la cual debe entenderse 
como “una deficiencia física, mental o sensorial, ya sea de 
naturaleza permanente o temporal, que limita la capacidad de 
ejercer una o más actividades esenciales de la vida diaria, 
que puede ser causada o agravada por el entorno económico 
y social”19 ─,debe facilitarse al familiar, el que pueda prestar el 
apoyo requerido a la persona discapacitada. 

Por otra parte, que en el preámbulo x) de la Convención 
sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y su 
Protocolo, aprobada por Ley Nº 8661 se dispone: 

Convencidos de que la familia es la unidad colectiva 
natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a recibir 
protección de ésta y del Estado, y de que las personas con 
discapacidad y sus familiares deben recibir la protección y la 
asistencia necesarias para que las familias puedan contribuir 
a que las personas con discapacidad gocen de sus derechos 
plenamente y en igualdad de condiciones.20  

En consecuencia, debemos aprobar normas que facilite 
a los familiares de personas con una discapacidad temporal 
o permanente, el auxilio que les prestan y con ello dar la 
protección especial a la que tienen derecho. 

Asociado a lo todo lo expuesto, debemos agregar que como 
se dijo con anterioridad, la mujer se ha incorporado al trabajo 
fuera del hogar desde hace décadas, pero, la incorporación de 
los hombres al trabajo doméstico, no ha sido recíproco ni similar 
a la incorporación de las mujeres al mundo laboral. 

Es evidente que aún las labores domésticas y el cuido 
de las personas menores de edad o dependientes recae en 
su mayoría sobre las mujeres.  Así las cosas, nos parece 
18   Ley Integral para la Persona Adulta Mayor, N° 7935, Sistema 
Costarricense de Información Jurídica, http://www.pgrweb.go.cr/scij/
Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?para m1=NRTC&n
Valor1=1&nValor2=43655&nValor3=0&strTipM
=TC visitado 22/09/22
19   Artículo 1 de la Convención Interamericana para la eliminación de 
todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad, Ley 
N.° 7948, Sistema Costarricense de Información Jurídica, http://www.pgrweb.
go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1
=NRTC&nValor1=1&nValor2=43459&nValor3=45802&strTipM=TC visitado 
22/09/22
20   Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad 
y su Protocolo, Ley N° 8661, Sistema Costarricense de Información Jurídica, 
http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_
completo.aspx?param1=NRTC&nValor1=1&nValor2=64038&nValor3=74042
&strTipM=TC visitado 22/09/22

de la recurrente, a otorgarle un permiso con goce de salario 
para atender el tratamiento de su hija menor de edad, por 
existir criterio médico al respecto. N° 2006-005594 de las 
quince horas nueve minutos del veintiséis de abril del dos 
mil seis, donde se ordenó al Ministerio de Educación Pública, 
en tanto patrono de la recurrente, a otorgarle un permiso con 
goce de salario para atender el tratamiento de su hijo menor 
de edad. N° 2007-10306, de las catorce horas diez minutos 
del 20 de julio de 2007 donde se declaró con lugar el recurso 
porque el Ministerio de Educación Pública, en tanto patrono 
de la recurrente, se limitó interpretar literalmente la norma sin 
atender la situación de salud de la amparada y mucho menos 
las necesidades del menor de edad, es decir, el interés superior 
del niño, así que se ordenó conceder el permiso con goce 
de salario. N° 2008-013422 de las nueve horas y veintinueve 
minutos del dos de septiembre del dos mil ocho, donde se 
ordenó al Ministerio de Educación Pública, en tanto patrono de 
la recurrente, a otorgarle un permiso con goce de salario para 
asistir a aquellas sesiones de terapia programadas en favor 
de su hijo. N° 2009-06003 de las catorce horas y cuarenta y 
nueve minutos del veintiuno de abril del dos mil nueve, donde 
se ordenó a la Caja Costarricense de Seguro Social, en tanto 
patrono de la recurrente, a otorgarle un permiso con goce de 
salario para atender el tratamiento requerido por su hija. N° 
2010-014770 de las catorce horas y treinta y tres minutos 
del uno de setiembre del dos mil diez, donde se ordenó al 
Ministerio de Educación Pública, en tanto patrono de la 
recurrente, a otorgarle un permiso con goce de salario para 
que acompañe a su hijo a las citas médicas que éste requiera 
de conformidad con el criterio de su médico tratante. N° 2011-
005015 de lãs (sic) diez horas y cuarenta y cuatro minutos 
del quince de abril del dos mil once, donde se ordenó a la 
Municipalidad de Alajuela, en tanto patrono de la recurrente, 
a que el permiso otorgado a la recurrente se entienda que es 
un permiso con goce de salario.).  (sic) Así entonces, frente a 
casos excepcionales, en que es imprescindible, según criterio 
médico, la presencia de la madre; por cuanto de ello depende 
la evolución del estado de salud presente y futura del menor 
de edad, la Sala ha favorecido el otorgamiento de una licencia 
con goce de salario.  Ahora bien, teniendo en cuenta lo anterior, 
se procede a analizar el caso que plantea la recurrente.16    

Finalmente, conforme indicamos al inicio, el citado 
artículo 51 constitucional establece también como valor 
fundamental, además de la protección de las personas 
menores de edad, la protección de los adultos mayores y de 
las personas desvalidas. 

En concordancia con el artículo 51 mencionado, podemos 
citar la Convención Interamericana sobre la Protección de los 
Derechos Humanos de las Personas Mayores, aprobada por 
Ley N° 9394,17 que pretende proveer de cuidados básicos a 
los adultos mayores, así como garantizarles calidad de vida 
en todos los ámbitos.  

Son principios generales aplicables a la Convención: 
la solidaridad y fortalecimiento de la protección familiar y 
comunitaria, y la responsabilidad del Estado y participación 
16   Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, resolución 
N°009999, de las nueve horas quince minutos del treinta de junio de dos mil 
diecisiete, https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0007-715025 
visitado 22/09/22.
17   Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos 
Humanos de las Personas Mayores,  Ley 9394, Sistema Costarricense 
de Información Jurídica,  http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/
Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1=NRTC&nValor1=1&nValor2=825
73&nValor3=0&strTipM=TC visitado 22/09/22
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necesidades particulares y, otras destinadas a mejorar 
la condición de los trabajadores, en general.  Toma en 
cuenta, “que, para lograr la plena igualdad entre el hombre 
y la mujer, es necesario modificar el papel tradicional tanto 
del hombre como de la mujer en la sociedad y en la familia”.  
Reconoce que los problemas de los trabajadores con 
responsabilidades familiares, son aspectos de cuestiones 
más amplias relativas a la familia y a la sociedad que, 
deberían tenerse en cuenta en las políticas nacionales; 
de allí, la necesidad de instaurar la igualdad efectiva de 
oportunidades y de trato entre los trabajadores de uno y 
otro sexo con responsabilidades familiares, al igual que 
entre éstos y los demás trabajadores. Nuestra Constitución 
Política, contiene dos importantes disposiciones relacionadas 
con este tema, como son la obligación del Estado de brindarle 
protección especial a la familia, a la madre, al niño, al enfermo 
y al desvalido, según lo establecido en su artículo 51 y la 
prohibición de toda clase de discriminación en materia laboral, 
prevista en el numeral 56 ibidem.23   

Por último, pero no por ello menos importante, el 
proyecto se relaciona con los Objetivos Desarrollo Sostenible 
para Costa Rica, 5.4. Reconocer y valorar los cuidados y 
el trabajo doméstico no remunerados mediante servicios 
públicos, infraestructuras y políticas de protección social, y 
promoviendo la responsabilidad compartida en el hogar y la 
familia, según proceda en cada país.24    

Según lo podemos apreciar en el siguiente gráfico, en 
Costa Rica las mujeres dedican más del doble de horas que 
los hombres, al trabajo doméstico no remunerado. 

ODS 5.4.1.  Tiempo efectivo promedio25  de la población 
de 12 años y más, por actividades de trabajo doméstico no 
remunerado y sexo, octubre y noviembre 2017 

Gráfico:  elaboración propia. 
Fuente:  Instituto Nacional de Estadísticas y Censos, Encuesta 

Nacional de Uso del Tiempo, 2017 

23  Tribunal de Apelación de Trabajo del II Circuito Judicial de San José, 
Resolución N.º 00348 – 2021, de las ocho horas veinte minutos del treinta de 
julio de dos mil veintiuno, https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-
1-0034-1047139 visitado 22/09/22.-
24   Objetivos Desarrollo Sostenible para Costa Rica, objetivo 5.4. 
Reconocer y valorar los cuidados y el trabajo doméstico no remunerados 
mediante servicios públicos, infraestructuras y políticas de protección social, 
y promoviendo la responsabilidad compartida en el hogar y la familia, https://
ods.cr/objetivo/objetivo-5 visitado 22/09/22
25   Promedio de horas semanales dedicadas a determinada actividad 
por parte de toda la población.

conveniente citar la Convención sobre la eliminación de todas 
las formas de discriminación contra la mujer (Cedaw por sus 
siglas en inglés), aprobada en nuestro país por Ley N°6968.  

Leemos en el preámbulo de la Cedaw:  
Recordando que la discriminación contra la mujer viola 

los principios de la igualdad de derechos y del respeto de la 
dignidad humana que dificulta la participación de la mujer, en 
las mismas condiciones que el hombre, en la vida política, 
social, económica y cultural de su país, que constituye un 
obstáculo para el aumento del bienestar de la sociedad y de la 
familia y que entorpece el pleno desarrollo de las posibilidades 
de la mujer para prestar servicio a su país y a la humanidad, 
(…) 

Teniendo presente el gran aporte de la mujer al bienestar 
de la familia y al desarrollo de la sociedad, hasta ahora no 
plenamente reconocido, la importancia social de la maternidad 
y la función de los padres en la familia y en la educación de 
los hijos, y conscientes de que el papel de la mujer en la 
protección no debe ser causa de discriminación, sino que la 
educación de los niños exige la responsabilidad compartida 
entre hombres y mujeres y la sociedad en su conjunto.21 

Es por lo anterior que, según el artículo 1122 de la Cedaw, 
Costa Rica está obligada a adoptar medidas para prohibir y 
sancionar prácticas discriminatorias, que perjudican a la 
mujer trabajadora y está obligada a implementar medidas 
que, permitan combinar las responsabilidades laborales y 
familiares de los padres. 

Sobre las prácticas discriminatorias que perjudican a 
la mujer trabajadora con responsabilidades familiares me 
permito citar al Tribunal de Apelación de Trabajo del II Circuito 
Judicial de San José, Resolución Nº 348 - 2021 

IV.-  ANÁLISIS DE LOS AGRAVIOS:  (…)  El 
principio de la no-discriminación, está contemplado en la 
Convención de las Naciones Unidas sobre la Eliminación de 
Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, ratificada 
por Costa Rica mediante Ley Número 6968, de dos de octubre 
1984 y, es un instrumento que establece la obligación de los 
Estados de proteger los derechos de las trabajadoras, frente a 
discriminaciones originadas en el matrimonio y la maternidad. 
De acuerdo con el artículo 11 de esta importante Convención, 
el Estado costarricense está obligado a adoptar medidas para 
prohibir y sancionar prácticas discriminatorias y debe proteger 
la maternidad, a través de licencias para prevenir trabajos que 
puedan perjudicar a la mujer trabajadora durante el embarazo, 
prestar servicios de cuidado infantil y otras medidas que, 
permitan combinar las responsabilidades laborales y familiares 
de los padres. (…) Es de interés hacer referencia a que el 
Convenio número 156, fue ratificado por Costa Rica el 11 de 
julio de 2019 y entró en vigor el 11 de julio de 2020, a saber 
un año después de su ratificación mediante Ley N° 9608 y , 
considera que, muchos de los problemas con los cuales se 
enfrentan las personas trabajadoras, se agravan en el caso 
de los trabajadores (as) con responsabilidades familiares 
y, por ende, reconoce la necesidad de mejorar la condición 
de estos últimos, mediante medidas que satisfagan sus 
21  Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación 
contra la mujer, Ley N° 6968,  Sistema Costarricense de Información 
Jurídica,      http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_
texto_completo.aspx?param1=NRTC&nValor1=1&nValor2=34143&nValor3=
0&strTipM=TC visitado el 22/09/22
22  “1º.- Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para 
eliminar la discriminación contra la mujer en la esfera del empleo a fin de 
asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres los mismos 
derechos”
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PODER EJECUTIVO
DECRETOS
N° 43759-S-TUR

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA,
LA MINISTRA DE SALUD

Y EL MINISTRO DE TURISMO
En uso de las facultades conferidas en los artículos 46, 

140 incisos 3) y 18) y 146 de la Constitución Política; 25, 27 
inciso 1), 28 inciso 2), acápite b) y inciso l ) de la Ley N° 6227 
del 02 de mayo de 1978, “Ley General de la Administración 
Pública”; 2, 4, 7, 322, 323, 324, 325, 326 y 355 de la Ley N° 
5395 del 30 de octubre de 1973, “Ley General de Salud” 2 
inciso c) de la Ley N° 5412 del 8 de noviembre de 1973, I Ley 
Orgánica del Ministerio de Salud.

Considerando:
I.—Que la salud de la población es un derecho humano 

fundamental y un bien de interés público tutelado por el 
Estado, por lo que es potestad del Ministerio de Salud velar 
por la salud de la población y de las condiciones sanitarias y 
ambientales.

2º—Que debido a que en Costa Rica se desarrollan 
actividades denominadas de turismo de aventura que utilizan 
el entorno natural para producir en los usuarios emociones de 
descubrimiento y exploración que tienen alto nivel de actividad 
física y un factor de riesgo controlado tanto para la salud como 
eventualmente la vida. es que surgió la necesidad de emitir un 
marco regulatorio que garantice que estas se desarrollen con 
las mayores garantías de seguridad y disfrute.

3º—Que, en virtud de esa necesidad, es que se emite el 
Decreto Ejecutivo N° 39703-S-TUR del 22 de febrero del 2016 
y sus reformas, “Reglamento para la Operación de Actividades 
de Turismo de Aventura”.

4º—Que dentro de las actividades de turismo de aventura 
se encuentran las caminatas, sin que se haga la distinción 
entre aquellas que se hacen como actividad recreativa y que 
no representa un riesgo para la salud de las personas que 
la desarrollan y aquellas en que efectivamente la experiencia 
que se brinda podría conllevar a un eventual riesgo para la 
salud de quienes las realizan, en virtud de la geografía que se 
utiliza para su desarrollo.

5º—Que las caminatas que no implican una experiencia 
en donde se pueda poner en riesgo la salud de las personas son 
aquellas que usualmente se hacen en caminos debidamente 
señalizados y cuya duración es no mayor a un día.

6º—Que las empresas de turismo de aventura que 
conforman el sector turístico nacional, en virtud de la regulación 
que el Estado ha emitido para su operación, cuenta con 
personal altamente calificado y capacitado, en virtud de que el 

En el Código de Trabajo se regulan pocos supuestos de 
equilibrio entre familia y trabajo:  la licencia de maternidad, la 
licencia por lactancia y la licencia por paternidad.  

Por lo expuesto, se somete a la consideración de la 
Asamblea Legislativa el presente proyecto de ley que, de 
aprobarse, nos permitirá avanzar como sociedad, hacia la 
conciliación de los deberes familiares con los deberes laborales 
o profesionales, por ello pedimos prohibir la costumbre 
discriminatoria de algunos patronos, de denegar el permiso para 
ausentarse de su lugar de trabajo a las personas trabajadoras, 
cuando deben acompañar a un familiar a una cita médica. 

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA
DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA

DECRETA: 
 ADICIÓN DE UN INCISO L) AL ARTÍCULO 70 DEL 

CÓDIGO DE TRABAJO, LEY N° 2 DE,  27 DE AGOSTO 
DE 1943, Y SUS REFORMAS, PARA CONCILIAR LOS 

DEBERES FAMILIARES CON LOS LABORALES 
ARTÍCULO ÚNICO-  Adiciónese un inciso l) al 

artículo 70 del Código de Trabajo, Ley N° 2, de 27 de agosto 
de 1943, y sus reformas, para que en adelante se lea así:  

Artículo 70- Queda absolutamente prohibido a los patronos: 
(…) 
l)  Negar el permiso para ausentarse del lugar de trabajo, 

a las personas trabajadoras con responsabilidades familiares, 
cuando estas deban acompañar a sus hijos e hijas, u otros 
miembros de su familia directa, que ocupen de su auxilio, 
en el acceso de los servicios médicos.  Tampoco podrá 
rebajársele su salario por tal motivo, siempre que la persona 
trabajadora demuestre, con el comprobante respectivo, que 
asistió al servicio de salud pertinente. 

Rige a partir de su publicación.  
David Lorenzo Segura Gamboa 

Diputado 
NOTA:  Este proyecto pasó a estudio e informe de la Comisión 

Permanente Ordinaria de Asuntos Sociales.
1 vez.—Exonerado.—( IN2022689212 ). 

ACUERDOS
N° 6940-22-23

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA
DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA

En sesión ordinaria N° 83, celebrada el 20 de octubre de 
2022, conforme a las atribuciones que le confiere el inciso 16) 
del artículo 121 de la Constitución Política, y el inciso a) del 
artículo 85, los artículos 221, 222, 226 y el transitorio VI del 
Reglamento de la Asamblea Legislativa,

ACUERDA:
Artículo único.—Declárese como Benemérita de las 

Artes Patrias a Isabel Vargas Lizano, mejor conocida como 
Chavela Vargas.

Rige a partir de su aprobación.
Asamblea Legislativa.—San José, a los veinte días del 

mes de octubre de dos mil veintidós.
Publíquese.

Rodrigo Arias Sánchez, Presidente.—Melina Ajoy Palma, 
Primera Secretaria.—Luz Mary Alpízar Loaiza, Segunda 
Secretaria.—1 vez.—O.C. N° 22029.—Solicitud N° 385240.—
( IN2022688180 ).


